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APORTES DE LA CLÍNICA JURÍDICA EN DISCAPACIDAD Y DERECHOS HUMANOS DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DEL PERÚ (PUCP) PARA EL COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD CON RESPECTO AL BORRADOS DE OBSERVACIÓN GENERAL SOBRE EDUCACIÓN INCLUSIVA
Presentación

La Clínica Jurídica de Acciones de Interés Público, sección Discapacidad y Derechos Humanos de la PUCP (en adelante, la Clínica Jurídica), se permite enviar la presente comunicación como parte de la sociedad civil peruana interesada en la modificación de las estructuras sociales que impiden la inclusión de las personas con discapacidad.
 La Clínica Jurídica saluda el esfuerzo del Comité por poner en agenda y brindar pautas de cumplimiento en un tema tan importante como el derecho a la educación inclusiva. A continuación, se plantearán comentarios y sugerencias para la mejora de dicho documento.
Comentarios al borrador
a. Comentarios a la introducción

En el párrafo 7 del borrador, se señala que la Observación General es de aplicación para las personas con discapacidad, y se utiliza la definición dad por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Si bien esta definición es bastante amplia, quisiéramos recalcar que, en muchos casos, los diagnósticos médicos de discapacidad suelen otorgarse a partir de cierta edad. Es por ello que, al menos en Perú, se discrimina a muchos niños con discapacidad por ciertas conductas relacionadas, por ejemplo, con el autismo. En tal sentido, se propone que la Observación General amplíe su panorama y proteja también a quienes tienen apariencia de discapacidad. Ello sería un aporte de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra Personas con Discapacidad, que en su artículo 2.a) señala lo siguiente: 

“El término "discriminación contra las personas con discapacidad" significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales.
La Clínica Jurídica considera que la formulación de “percepción de una discapacidad presente o pasada” podría proteger mucho mejor a muchos niños y niñas con discapacidad quienes se ven excluidos de la educación por ciertos rasgos de su personalidad.
b. Comentarios al contenido normativo del artículo 24 

Adicionalmente, la Clínica Jurídica considera necesario resaltar que la educación inclusiva también es un derecho para los niños sin discapacidad. Los niños y niñas sin discapacidad se benefician de la educación inclusiva puesto que “la convivencia con personas con discapacidad permite abrazar a la discapacidad como un aspecto más de la experiencia humana que debe ser entendido y valorado y no estigmatizado. Esto no puede ser enseñado de manera teórica sino que requiere vivencias expresas.”
 En ese sentido, debiera reconocerse a la educación inclusiva como un derecho fundamental de todas las personas y no únicamente de las personas con discapacidad, por lo que corresponde dicha corrección en el párrafo 10. 

Adicionalmente, se sugiere que el párrafo 23 incluya las recomendaciones que el mismo borrador en relación con los centros educativos privados (párrafo 83): aquellas concernientes a su preocupación sobre el crecimiento de la privatización de la educación. Al respecto, la Clínica Jurídica solicita que el Comité establezca que ningún colegio, sea cual sea su régimen (público o privado), y sea cual sea su forma de financiamiento (pagado, subsidiado o gratuito), puede negar el acceso a niños con discapacidad. Se sugiere que se adopte lo que el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos llamó “cláusula contra el rechazo”.
 La Clínica Jurídica también insta al Comité a plantear la prohibición de cobros extra por el otorgamiento de ajustes razonables. Dicha práctica es común en el Perú en el ámbito de los colegios privados. 

Finalmente, sobre el párrafo 25, la Clínica Jurídica sugiere que se brinden lineamientos de evaluación sobre el aprendizaje de niños con discapacidad. En el Perú, se suele excluir a los niños con discapacidad de las evaluaciones estandarizadas por miedo a que su participación reduzca el promedio del colegio (y que ello conlleve sanciones económicas para el centro educativo).
c. Comentarios sobre la relación con otras provisiones de la convención
En el párrafo 53, la Clínica Jurídica llama la atención sobre la falta de educación sexual como una parte fundamental del derecho a la salud de las personas con discapacidad. 

Adicionalmente, la Clínica Jurídica solicita mayor precisión en el párrafo 57. Para lograr una verdadera inclusión, se hace necesario que las personas con discapacidad tengan acceso no únicamente a la enseñanza sino a todas las actividades extra curriculares que existan en un centro educativo. En tal sentido, se solicita que se explicite que cualquier actividad (recreativa, deportiva o cultural) cuenta con la accesibilidad y las adaptaciones necesarias.
d. Otros comentarios
Finalmente, la Clínica Jurídica considera que, en atención al importante rol que tienen las Observaciones Generales, al desarrollar obligaciones y definir estándares, resulta necesario que la Observación General se pronuncie sobre los siguientes puntos:

· ¿Es el establecimiento de colegios únicamente para personas sordas una forma de discriminación?  Si se entiende que la lengua de señas es un lenguaje, se le deberían reconocer los derechos establecidos en los artículos 24 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Lingüísticos de  1996.
 Por tanto, sí podrían tener educación segregada sin que ello viole el mandato de no discriminación de la Convención.
· ¿Cuál es la diferencia entre los apoyos establecidos en los párrafos 24.2.d y 24.d.e con respecto a los ajustes razonables? Si bien los vocablos parecen ser similares, se sugiere que se diferencien los vocablos. Se plantea una relación género – especie entre tales conceptos.   

· ¿Existe un límite en la garantía de acceso a la educación superior respecto de las personas con discapacidad? ¿Forma parte de dicha obligación adaptar los contenidos de las evaluaciones de ingreso a la universidad, así como aquellas rendidas durante la carrera, para personas con discapacidad intelectual?

· En materia de educación inclusiva escolar, ¿resulta compatible con la obligación de acceso si discriminación que los centros educativos pongan topes al número de estudiantes con discapacidad con los que se puede contar en cada aula? ¿Podría negarse la matrícula de un estudiante con discapacidad argumentado que dicho cupo ha sido cubierto?
� La presente comunicación ha sido elaborada por Renato Constantino y Renata Bregaglio. 


� CONSTANTINO, Renato. (2015). Un salto por dar: El derecho a la educación inclusiva de los niños con discapacidad en los colegios privados. Tesis para optar por el título profesional de abogado. Lima: PUCP, p. 118. Disponible en � HYPERLINK "http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/123456789/5994/CONSTANTINO_CAYCHO_RENATO_DERECHO_EDUCACION.pdf?sequence=1" �http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/123456789/5994/CONSTANTINO_CAYCHO_RENATO_DERECHO_EDUCACION.pdf?sequence=1�





� ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS. Estudio temático sobre el derecho de las personas con discapacidad a la educación. A/HRC/25/29, pár. 26.


� Artículo 24


Toda comunidad lingüística tiene derecho a decidir cuál debe ser el grado de presencia de su lengua, como lengua vehicular y como objeto de estudio, en todos los niveles de la educación dentro de su territorio: preescolar, primario, secundario, técnico y profesional, universitario y formación de adultos.


Artículo 25


Toda comunidad lingüística tiene derecho a disponer de todos los recursos humanos y materiales necesarios para conseguir el grado deseado de presencia de su lengua en todos los niveles de la educación dentro de su territorio: enseñantes debidamente formados, métodos pedagógicos adecuados, manuales, financiación, locales y equipos, medios tecnológicos tradicionales e innovadores.





Clínica Jurídica de Acciones de Interés Público, sección Discapacidad y Derechos Humanos Clinicapcd.ideh@pucp.pe www.facebook.com/discapacidadpucp @ClinicaPCD 
1

[image: image1.jpg]